
LA PROVINCIA EN LOS ESTATUTOS DE 
AUTONOMIA Y EN LA L.O.A.P.A. 

(A propósito del papel de las Provincias en la 
administración de las Comunidades Autónomas) 

PEDRO ESCRIBANO COLLADO 
Profesor agregado de Derecho Administrativo 

Universidad de Sevilla 

JOSE LUIS RIVERO YSERN 
Profesor adjunto de Derecho Administrativo 

Universidad de Sevilla 



SUMARIO 

I. INTRODUCCION 

II. EL PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA ADMINISTRACION DE LAS COMUNIDA-
DES AUTONOMAS EN LA CONSTITUCION 

III EL PLANTEAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE LAS COMUNIDADES AUTO-
NOMAS EN EL PROYECTO DE LEY ORGANICA DE ARMONIZACION DEL PRO-
CESO AUTONOMICO 

1. Los antecedentes del Proyecto de L.O.A P.A 
2. El Proyecto de L.0 A.P.A 

a) La naturaleza de los preceptos del Proyecto de L.O.A.P.A. 
b) El contenido de la armonización del Proyecto de L.O.A.P.A. en cuanto a 

las relaciones entre las Comunidades Autónomas y las Diputaciones 
Provinciales. 

IV. LAS RELACIONES COMUNIDAD AUTONOMA-PROVINCIA EN LOS DISTINTOS 
ESTATUTOS DE AUTONOMIA 

1. Cuestiones previas. 
a) El reconocimiento de la potestad organizatoria de las Comunidades 

Autónomas. 
b) Disponibilidad sobre el Régimen Local por parte de las Comunidades 

Autónomas. 
b-1. Comunidades Autónomas de autonomía plena. 
b-2. Comunidades Autónomas de autonomía diferida. 

2. Análisis de los diferentes Estatutos de Autonomía. 
a) Comunidades Autónomas de autonomía plena. 

a-1. Estatuto Vasco. 
a-2. Estatuto Catalán. 
a-3. Estatuto Gallego. 

b) Comunidades Autónomas de autonomía diferida. 
b-2. Estatuto de Autonomía para Canarias. 
b-3. Estatuto de Autonomía para Aragón. 
b-4. Proyectos de Estatutos de Autonomía de Castilla-León y Extre-

madura. 
b-5. Estatutos de Autonomía de Castilla-La Mancha y Valencia. 

c) Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

V. CONCLUSIONES GENERALES 

887 - 



1. INTRODUCCION 

Como se ha destacado reiteradamente en sede doctrinal, la Pro-
vincia queda configurada por la Constitución como una Entidad local 
(artículo 141.1), a la vez que división territorial para el cumplimiento 
de las actividades del Estatuto (ibídem). El Proyecto de Ley de Armo-
nización del Proceso Autonómico y algunos Estatutos posteriores a los 
denominados Acuerdos autonómicos que precedieron a aquella, aña-
den a las conclusiones anteriores la consideración de la Provincia 
como circunscripción territorial para el ejercicio de las funciones y 
competencias de las Comunidades Autónomas y como administra-
ción indirecta de éstas mediante la transferencia, delegación y gestión 
ordinaria de sus servicios. 

A estos planteamientos generales habría que añadir los específica-
mente contenidos en los Estatutos Vasco, Catalán y Gallego, aproba-
dos con anterioridad a los Acuerdos mencionados, que no participan 
del mismo esquema anterior. 

Por último, como fórmula distinta a las anteriores, están aquellas 
Provincias que en virtud de un mecanismo excepcional han accedido 
en solitario a la autonomía política, constituyéndose en Comunidad 
Autónoma uniprovincial. 

Ante este panorama tan dispar, el objeto de nuestro estudio va a 
consistir en analizar la misión que cabe asignarles a las Provincias y 
a sus Diputaciones en el ámbito de la administración de las Comuni-
dades Autónomas pluriprovinciales, como un tema que excede del 
ámbito indisponible de su autonomía, que aquellas tienen reconocida 

N. B. Ponencia presentada en las Jornadas de Estudios sobre Comunidades Autó-
nomas celebradas en la Universidad de Sevilla bajo el lema «Provincia y Comunidades 
Autónomas», durante los días 3 y 4 de febrero de 1983. La redacción de los epígrafes 
II y III han corrido a cargo del prof. Escribano Collado y h del número IV a cargo del 
prof. Rivero Ysern. 
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en la Constitución, y que se engloba en la tarea de reestructuración 
de la Administración pública española resultante de la instauración 
del Estado de las autonomías. 

En el desarrollo del presente tema son varias las cuestiones que 
aparecen implicadas. De una parte, el papel que cabe asignarles a 
las propias Comunidades Autónomas en la configuración de la admi-
nistración regional, cuestión esta en principio englobada en el ámbito 
de su potestad organizatoria y sobre la que vienen incidiendo los 
Estatutos de Autonomía a partir de la corrección que en el desarrollo 
del proceso autonómico supuso la elaboración del Informe de la 
Comisión de Expertos constituida en el Centro de Estudios Constitu-
cionales y la elaboración del Proyecto de' Ley de Armonización del 
Proceso Autonómico. De otra parte, está aún pendiente la reforma 
del Régimen Local, operación que condiciona la puesta en práctica 
de las fórmulas de descentralización administrativa que puedan ensa-
yar tanto el Estado como las Comunidades Autónomas en el ámbito 
de sus respectivas competencias. No hay que insistir demasiado en 
la idea, por aceptada, de que es ineludible una previa remodelación 
de las Entidades locales en aspectos tan esenciales como su régimen 
de organización y de gobierno o su régimen de financiación, para 
poder insertarlas con plenas responsabilidades en el seno de la admi-
nistración de las Comunidades Autónomas, lo cual es especialmente 
aplicable a las Diputaciones provinciales, víctimas propiciatorias del 
centralismo administrativo de las últimas décadas. La actual configu-
ración administrativa de éstas no es la más apropiada para asentar 
sobre ellas una adminsitración de nuevo cuño que, además, por si 
fuera poco, está en trance de constitución y cuya verdadera dimen-
sión no conocen siquiera las propias Comunidades Autónomas en la 
mayoría de los casos. 

No menos importante es el tema de la administración periférica 
del Estado. Parece claro, a estas alturas, que la construcción de las 
autonomías políticas se ha hecho o se está haciendo a costa del 
Estado, esto es, que es éste el que habrá de padecer, en primer 
lugar, una profunda transformación de su estructura político-adminis-
trativa en favor de las nuevas organizaciones territoriales. Adquiere, 
por ello, primordial importancia en la materia que nos ocupa saber la 
suerte que va a correr la administración periférica estatal sobre todo 
en relación con aquellas materias que tiene el Estado compartidas 
con las Comunidades Autónomas (el Proyecto de Ley de Armoniza-
ción del Proceso Autonómico no ofrece unos criterios claros sobre el 
alcance de la necesaria reestructuración que le impone este proceso, 
artículo 30.c) y d)). 

Todas estas cuestiones no pueden ser analizadas con ocasión de 
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este trabajo que debe circunscribirse específicamente en torno a la 
primera de las citadas, si bien planteada en tres niveles distintos. 
Primeramente en un plano constitucional, del que se deriva claramen-
te que la Comunidad Autónoma no se limita a ser, al modo italiano, 
un ente de gobierno, cuya administración está constitucionalmente 
atribuida a otros entes territoriales inferiores. En segundo lugar, en 
el marco armonizador del Proyecto de Ley de Armonización del Proce-
so Autonómico, cuya interpretación y análisis se efectúa a reserva 
de los pronunciamientos que en su día efectúe el Tribunal Constitu-
cional, pero que no por ello hemos querido evitar. Por último, en un 
plano estatutario, distinguiendo entre los Estatutos que han sido 
aprobados por la vía del art. 151 de la Constitución de los que lo han 
sido por la del 143 de la misma, sin olvidar las condiciones «específi-
cas» a las que responde el Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
como se señala en su momento. 

I I. EL PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA ADMINISTRACION DE 
LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN LA CONSTITUCION 

La Constitución española no regula expresamente y de una forma 
general el tema de la organización institucional de las Comunidades 
Autónomas, excepción hecha de la previsión contenida en el artículo 
152.1 para las Comunidades Autónomas plenas o que han plesbicita-
do su autonomía. En cualquier caso, la Constitución no se pronuncia 
sobre la organización administrativa de aquellas, cuya determinación 
y regulación deben entenderse comprendidas dentro del ámbito de 
la potestad organizatoria que ostentan como manifestación primaria 
de su autonomía. Queda, pues, determinado como punto de partida 
de nuestras consideraciones que la organización administrativa gene-
ral de las Comunidades Autónomas se engloba dentro del ámbito del 
principio dispositivo del que, en el marco de la Constitución, disponen 
para configurar su propia estructura interna y organizar sus servicios. 

Este esquema constitucional contrasta con el establecido en la 
Constitución italiana para las Regiones de aquél país, lo que es en 
cierto modo significativo dada la influencia que aquella ha tenido en 
la elaboración de nuestro texto fundamental. En dicha Constitución, 
además de establecerse en el art. 121 el diseño institucional básico 
de la Región (el cual, por otra parte, figuraba de forma semejante en 
el art. 132 del Anteproyecto de nuestra Constitución), el art. 118.3, 
justamente famoso tanto por su claridad como por su sistemático 
incumplimiento por parte de las Regiones, establece el modelo que 
debe de seguir la administración regional: «La Región ejercerá nor-
malmente sus funciones adminisrativas delegándolas en las Provin- 
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cias, en los Municipios o en otras Corporaciones Locales, o valiéndo-
se de sus oficinas.» Frente a lo que establece la Constitución italiana, 
la española no ha prejuzgado el modelo organizativo de la administra-
ción regional, limitándose a establecer un marco general, válido para 
todas las Administraciones públicas del país, y remitiendo su concre-
ción al nivel autonómico. 

Con lo dicho, sin embargo, el problema de saber cómo se habrá 
de estructurar la organización administrativa de las Comunidades Au-
tónomas continúa planteado. En efecto, por lo pronto, hay que preci-
sar a qué nivel debe de determinarse y regularse este aspecto de la 
organización de las Comunidades Autónomas, al no hacerlo la Consti-
tución; siendo dos las posibles soluciones: 

a) A nivel Estatutario. 

b) A nivel de Ley ordinaria de la Comunidad Autónoma. 

Dentro de la primera alternativa, cabe además distinguir dos posi-
bles opciones: que el Estatuto regule exhaustivamente la estructura 
administrativa de la Comunidad Autónoma o que se limite-a estable-
cer los criterios generales de la misma e, incluso, las opciones con-
cretas entre las que deberá discurrir el ejercicio de la potestad organi-
zatoria. Ambas posibilidades es preciso valorarlas atendiendo a su 
repercusión en la autonomía de que disponen las Comunidades Autó-
nomas, especialmente si limitan o recortan su contenido esencial, 
cifrado, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 148.1.1.' para el 
ámbito de su organización, en poder disponer de una estructura 
orgánica propia, en cuanto ha sido determinada y regulada por sí 
misma, de forma espontánea e independiente, sin ingerencias políti-
cas de otros poderes del Estado. 

Desde esta perspectiva, el desarrollo de la potestad organizatoria 
a nivel estatutario presenta el inconveniente de constituir el Estatuto 
básicamente una norma estatal, en cuya configuración tiene una 
influencia decisiva el Estado, como se desprende de los distintos 
procesos parlamentarios para su aprobación, y no el resultado de 
una potestad estatutaria autónoma, por lo que la Comunidad Autóno-
ma no tiene garantizado que sus criterios organizativos se vayan a 
respetar. A pesar de ello, esta materia no puede quedar marginada 
del ámbito estatutario, no sólo por expreso mandato del artículo 
147.2.c) de la Constitución, sino porque además la organización admi-
nistrativa de la Comunidad Autónoma debe de gozar de una mínima 
coherencia y estabilidad y no quedar al socaire de los vaivenes y 
alternancias políticas que pudieran impulsar su modificación tras cada 
proceso electoral, lo que sólo satisface el propio Estatuto, en cuanto 
norma básica de la Comunidad Autónoma. 
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Esto no debe significar que el Estatuto pueda agotar las posibilida-
des de ejercicio de la potestad organizatoria de la Comunidad Autóno-
ma. De darse esta posibilidad se estaría privando a la Comunidad de 
esta potestad, cuyos órganos de autogobierno poco podrían añadir a 
lo ya establecido en los Estatutos, salvo su puesta en práctica. De 
aquí que la potestad organizatoria de las Comunidades Autónomas, 
en aquellos ámbitos en que la tengan reconocida como manifestación 
de su autonomía, debe entenderse referida siempre a sus órganos 
de autogobierno y sometida a un principio de libre disposición política, 
dentro del marco de la Constitución y del propio Estatuto. De lo 
dicho se desprende que los Estatutos deben limitarse a la segunda 
de las opciones anteriormente señaladas, estableciendo los criterios, 
principios o modelos posibles en los que habrán de inspirarse, a los 
que habrán de tender o entre los que habrán de optar los órganos 
de la Comunidad, pero sin llegar ni a imponer un sistema determina-
do ni a regular exhaustivamente la materia. Dentro de este marco es 
la ley ordinaria de la Comunidad Autónoma el nivel natural de ejercicio 
y desarrollo de la potestad organizatoria de la misma. Los Estatutos 
de Autonomía con total unanimidad establecen como competencia 
exclusiva de las Comunidades Autónomas la organización de sus 
instituciones de autogobierno en desarrollo del art. 148.1.1.: de la 
Constitución. 

En relación con el ejercicio de esta competencia, la Constitución, 
como señalamos anteriormente, si bien no establece criterios especí-
ficos al respecto, configura un marco general que es de aplicación a 
todas las Administraciones Públicas del país y que es de competencia 
exclusiva del Estado el desarrollarlo. No obstante, ningún aspecto de 
este marco constitucional prejuzga las opciones concretas en que 
puede desenvolverse la potestad organizatoria de las Comunidades 
Autónomas. Dicho marco está delimitado por diversos preceptos, 
como los contenidos en los siguientes artículos: 9.°, 14, 23, 24, 25.1 
y 3, 26, 29, 40, 51, 103, 105 y 106 entre otros, de los cuales es 
posible inducir unos principios generales que son determinantes para 
un planteamiento correcto del tema. 

1. En primer lugar, el principio de autonomía, que expresa un 
objetivo de plenitud político-administrativa de la Comunidad Autóno-
ma, de forma que la determinación y regulación de su estructura 
orgánica sea resultado de una decisión propia e independiente de 
sus órganos de autogobierno. 

2. En segundo lugar, el principio de descentralización administra-
tiva, consagrado en el artículo 103 de la Constitución con un doble 
carácter: como un instrumento dirigido primeramente al Estado cuya 
estructura centralizada pretende transformar en favor de los entes 
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territoriales dotados de autonomía, Comunidades Autónomas, Provin-
cias y Municipios y, en este sentido, como principio vinculante en 
todo caso en cuanto garantiza la autonomía de los Entes territoriales 
inferiores. En segundo lugar, como un principio informador de toda 
organización administrativa y del ejercicio de funciones públicas tanto 
a nivel estatal, autonómico o local, cuya determinación y puesta en 
práctica quedan, en principio, sometidas a la valoración política de 
los órganos de gobierno existentes en cada nivel político-administra-
tivo. De donde la aplicación práctica de esta segunda acepción del 
principio descentralizador vendría a acrecentar la autonomía de los 
Entes territoriales inferiores y su participación en la satisfacción de 
los intereses generales. 

3. En tercer lugar, el principio de eficacia, consagrado en el 
artículo 103 de la Constitución y al que viene identificando, en el 
ámbito organizativo, la doctrina con una reducción progresiva de los 
niveles administrativos. De acuerdo con este objetivo de simplifica-
ción de las estructuras administrativas del país, son varias las opcio-
nes posibles: 

	 Suprimir o reducir la administración periférica del Estado, trans- 
firiéndola a las Comunidades Autónomas, que actuarían en 
aquellas materias de competencia estatal en virtud de los 
mecanismos previstos en el artículo 150.2 de la Constitución. 

— Suprimir o reducir la administración periférica de las Comunida-
des Autónomas que transferirían o delegarían a las Provincias 
o, en su caso, a los Municipios en virtud de mecanismos 
semejantes a los previstos para las transferencias o delegacio-
nes del Estado a las Comunidades Autónomas (recogidos sus-
tancialmente en el Proyecto de L.O.A.P.A.). 

— Reducir la Administración provincial hasta el máximo permitido 
por su autonomía, teniendo en cuenta los criterios mantenidos 
por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de julio de 
1981. 

Cada una de estas opciones presenta inconvenientes y ventajas, 
así como dificultades jurídicas considerables a la hora de articularlas. 
En nuestra opinión, la solución no está en la aplicación quirúrgica de 
una de ellas frente a las demás, sino en una labor de coordinación 
entre todas ellas, favoreciendo los demás principios que presiden la 
organización administrativa. En cualquier caso no debemos de olvidar 
la enseñanza que la historia nos ofrece según la cual la centralización 
constituye un instrumento eficacísimo e ineludible en la configuración 
de toda nueva organización pública, aunque de carácter transitorio. 
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4. Por último, el principio de participación y colaboración, que 
promueve un acercamiento de la Administración pública a los ciudada-
nos y una colaboración entre las Administraciones públicas, como 
instancias representativas de aquellos, en la satisfacción de intereses 
públicos interdependientes. Este principio refuerza al de descentrali-
zación y sirve de fundamento al de eficacia. Sin embargo plantea en 
el ámbito de las Comunidades Autónomas, entre otras cuestiones, el 
delicado problema de la disponibilidad por éstas de las entidades 
locales para la gestión administrativa de sus competencias. Pues, 
¿quién define y delimita la participación de aquellas en este ámbito?, 
¿qué garantías tienen dichas entidades de que su participación en la 
Administración de las Comunidades Autónomas va a ser en todo 
caso respetuosa con su cualidad de Entes dotados de autonomía?, 
¿cabe afirmar que éstas puedan resistirse al ejercicio de funciones o 
cometidos que menoscaben o dificulten su autonomía? Otras pregun-
tas parecidas podrían aún formularse. Habría que pensar en el estable-
cimiento de un mecanismo institucional que permitiera la participa-
ción de las entidades locales en la valoración y negociación de las 
transferencias de funciones y servicios procedentes de las Comunida-
des Autónomas, como fórmula de compromiso político de aquellas 
en la asunción de nuevas competencias. Se evitaría así la posibilidad 
de que las entidades locales recurrieran a la vía extrema de incumplir 
con la transferencia o delegación, obligando a la Comunidad Autóno-
ma a asumir su ejercicio en vía de sustitución, lo cual supondría una 
ruptura de la mayor gravedad en el sistema administrativo del páis y 
un peligroso precedente de enfrentamiento institucional. 

III. EL PLANTEAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE LAS CO-
MUNIDADES AUTONOMAS EN EL PROYECTO DE LEY OR-
GANICA DE ARMONIZACION DEL PROCESO AUTONOMICO 

Este esquema general que acabamos de examinar, y que se 
concreta en dos rasgos esenciales, la consideración de la organización 
interna de las Comunidades Autónomas como una materia propia de 
su ámbito dispositivo y la competencia de la Ley ordinaria de aquellas 
como ámbito «natural» de determinación y desarrollo de la misma, 
fue observado y respetado plenamente en los Estatutos Vasco, Cata-
lán y Gallego, como luego se verá. Baste señalar ahora que los tres 
establecen un marco flexible y posibilista para los órganos de la 
Comunidad Autónoma, incluido el Estatuto Vasco que, junto a la 
acogida de las aspiraciones tradicionales de carácter provincial, remi-
te a decisiones del Parlamento la configuración competencial de los 
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Territorios Históricos, sin perjuicio de quedar configurados con impor-
tantes funciones de autogobierno. 

La generalización del proceso autonómico a otros territorios y 
regiones españolas, descargado ya de las tensiones políticas, de las 
reivindicaciones históricas y de las presiones apremiantes por recupe-
rar rápidamente posiciones perdidas, planteó en unos términos no 
dramáticos por primera vez la posibilidad de que el Estado dirigiera y 
ordenara el desarrollo de dicho proceso, sin quebrantar formalmente 
la Constitución, pero utilizando criterios políticos más restrictivos para 
la configuración político-administrativa de las futuras Comunidades 
Autónomas. El resultado formal de esta nueva etapa es el actual 
Proyecto de Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico 
(en adelante L.O.A.P.A.), objeto de varios recursos ante el Tribunal 
Constitucional y por lo tanto sub iudice, que incorpora y tecnifica los 
criterios sustentados por la Comisión de Expertos en su Informe al' 
Gobierno y los posteriores Acuerdos político-administrativos suscritos 
entre éste y el Partido Socialista Obrero Español. Conviene, pues, 
dada la extrecha relación entre uno y otros, destacar sus aspectos 
esenciales antes de examinar el contenido del Proyecto de L.O.A.P.A. 
sobre el tema que nos ocupa. 

1. Los antecedentes del Proyecto de L.O.A.P.A. 

El planteamiento general del que parte la Comisión de Expertos 
consultados por el Gobierno en su Informe es el siguiente: 

a) Manifiestan, primeramente, su desconfianza ante el principio 
dispositivo en base al cual las Comunidades Autónomas, exis-
tentes hasta ese momento, se venían configurando. Entien-
den que de la aplicación de dicho principio se deriva una 
excesiva heterogeneidad en la configuración del Estado auto-
nómico, rechazable en un sistema generalizado de autono-
mías. En consecuencia, proponen una necesaria ordenación 
así como racionalización del proceso que permita tender hacia 
la uniformidad, limitanto la libertad inicial de los territorios 
que acceden a la autonomía y reduciendo así la diversidad de 
soluciones proyectadas. 

b) Proponen que las correcciones al principio dispositivo se arti-
culen a través de dos vías: 
— Mediante el desarrollo de una serie de principios constitu-

cionales a través de una Ley estatal que defina la voluntad 
del Estado sobre una serie de aspectos esenciales del 
proceso autonómico, y 
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— La celebración de acuerdos entre las fuerzas políticas que 
permitieran introducir en los Estatutos algunos principios 
generales sobre la organización y las competencias de las 
Comunidades Autónomas. 

Las propuestas concretas del Informe en que se plasma este 
planteamiento general afectan a cuestiones tales como la iniciativa 
autonómica, la organización de las instituciones de autogobierno, las 
competencias asumibles, el régimen jurídico de sus decisiones, entre 
otras. Por lo que se refiere al tema organizativo, la Comisión sienta 
estas dos premisas: 

a) Constituye un grave inconveniente la reproducción en el espa-
cio territorial de las Comunidades Autónomas de los esque-
mas organizativos del Estado, en cuanto suponga la creación 
de una nueva organización administrativa basada en la centra-
lización a nivel regional de sus funciones y en la desconcentra-
ción de parte de ella con la constitución de órganos pe-
riféricos. 

h) Se debe evitar la burocratización de las Comunidades Autóno-
mas a través de dos vías: 

— No creando, bajo ningún concepto, servicios periféricos 
de las Comunidades Autónomas. 

— Limitando los Servicios centrales a algunos de los siguien-
tes fines: 

• Asistencia a los órganos políticos. 

• Ejercicio de funciones de planificación y coordinación. 

• Atención, con carácter excepcional, de servicios que 
deban gestionarse a nivel territorial más amplio que el 
provincial. 

La fórmula concreta más idónea de administración regional consis-
te para la Comisión de Expertos en utilizar a las Corporaciones Loca-
les, especialmente a las Diputaciones Provinciales, para que ejerzan 
ordinariamente las competencias administrativas que pertenezcan a 
las Comunidades Autónomas, constituyendo el escalón administrativo 
intrarregional básico. 

Más que la fórmula concreta propuesta, llama la atención la forma 
prevista para instrumentarla y, especialmente, el carácter vinculante 

897 



con que se la pretende dotar sin violentar la Constitución. Es aquí 
donde hace su aparición la necesidad de unos acuerdos políticos que 
permitan influir decisivamente en la elaboración y aprobación de los 
Estatutos de Autonomía, única norma que puede limitar o reducir el 
alcance y la efectividad del principio dispositivo. Junto a esta reco-
mendación, se propone, además, la incorporación de las propuestas 
de carácter organizativo a la propia Ley estatal prevista, como fórmu-
la orientadora para la iniciativa autonómica, así como criterio interpre-
tativo de principios constitucionales que son de aplicación al proceso 
autonómico. 

Los Acuerdos político-administrativos, posteriormente, incluyeron 
tres fórmulas concretas de articulación de las relaciones entre las 
Comunidades Autónomas y las Diputaciones Provinciales: 
	 La articulación de la gestión ordinaria de los servicios periféri- 

cos propios de las Comunidades Autónomas a través de las 
Diputaciones Provinciales. 

— La posibilidad de que las Comunidades Autónomas transfieran 
o deleguen en las Diputaciones Provinciales facultades corres- 
pondientes a materia de su competenLa 	,ncluse, rnsDeicrp 
de las transferidas o delegadas por el Estado. 

— La coordinación por las Comunidades Autónomas de las fun-
ciones propias de las Diputaciones Provinciales que sean de 
interés general comunitario. 

Con posterioridad, el Título II del Proyecto de L.O.A.P.A. incorporó 
gran parte de las propuestas contenidas en el Informe de la Comisión 
de Expertos y en los Acuerdos políticos, incluso en su primitiva 
redacción, por lo que en ocasiones hay una coincidencia casi literal 
entre algunos preceptos del Proyecto de L.O.A.P.A. y el contenido 
de aquellos documentos. 

2. El Proyecto de L.O.A.P.A. 

Si bien de estos antecedentes del Proyecto se deduce claramente 
que, en el ámbito organizativo de las Comunidades Autónomas, exis-
te un intento de reducir el alcance del ámbito dispositivo de que 
gozan constitucionalmente, mediante la negociación política de fór-
mulas concretas de organización para su posterior incorporación a 
los Estatutos y al propio texto de la L.O.A.P.A, los preceptos concre-
tos que las articulan exigen una interpretación jurídica rigurosa con el 
fin de determinar su verdadero alcance en el seno del Derecho 
público del Estado y de cara a configurar la organización institucional 
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de cada Comunidad Autónoma. En Concreto, se tratra de comprobar, 
primeramente, qué naturaleza tienen las previsiones contenidas en 
el Título II del Proyecto de L.O.A P.A y, con posterioridad, cuál es el 
contenido de tales previsiones generales. 

a) La Naturaleza de los preceptos del Proyecto de L 0.A.P A. 

Respecto de la primera cuestión, el Proyecto de L.O.A.P.A. pre-
tende ser, como indica su nombre, una Ley de armonización de las 
previstas en el artículo 150.3 de la Constitución y, por tanto, dirigida 
a la legislación ordinaria de las Comunidades Autónomas Es preciso, 
por ello, examinar las características fundamentales de estas leyes, 
estatales para poder obtener conclusiones concretas respecto del 
proyecto que comentamos. Como es sabido, la esencia de la técnica 
prevista en el artículo 150.3 de la Constitución es la de habilitar al 
Estado para dictar leyes que armonicen mediante principios necesa-
rios las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas 
por razones de interés general. Aún cuando el Tribunal Constitucional 
no ha sentado doctrina sobre este tipo de leyes estatales, cuyos 
perfiles constitucionales son bastante imprecisos, es posible en nues-
tra opinión resaltar algunas de sus notas esenciales: 

	 En primer lugar, el objeto de la armonización. El artículo 150.3 
de la Constitución no excluye, en principio, ninguna materia o 'ambito 
competencial de las Comunidades Autónomas de la posibilidad de la 
armonización. Es más, aclara que ésta puede recaer sobre «compe-
tencias propias» de aquellas, con lo que se despeja la duda de si 
han de entenderse incluidas las materias asumidas en los Estatutos 
con carácter exclusivo. Ahora bien, aunque ninguna materia de com-
petencia de las Comunidades Autónomas quede a resguardo de esta 
técnica de armonización, la Constitución la condiciona a que así lo 
exija el interés general, con lo cual se está señalando, en primer 
lugar, que la regulación por las Comunidades Autónomas de la mate-
ria en cuestión debe trascender por su influencia y relevancia del 
ámbito estricto de cada Comunidad Autónoma para afectar o confun-
dirse con el interés general del Estado. En caso contrario, las razones 
de interés general no existirían y la armonización sería un atentado 
intolerable a la autonomía de las Comunidades. Más, en segundo 
lugar, se está implícitamente exigiendo que se determinen los aspec-
tos o cuestiones concretas que en relación con la regulación por las 
Comunidades Autónomas de la materia objeto de la armonización 
deben entenderse como específicamente de interés general y, por 
tanto, de necesario sometimiento a los principios a que se refiere el 
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artículo 150.3 de la Constitución. Este precepto no permite suponer 
que el Estado pueda ejercitar este poder sin determinar específica-
mente los supuestos que precisan de armonización. 

	 Como segunda nota a destacar el alcance de la armonización, 
sin duda la cuestión más delicada que plantea esta técnica. Esto es, 
¿qué pronunciamientos pueden contener las leyes estatales de armo-
nización frente a las leyes de las Comunidades Autónomas? El artícu-
lo 150.3 de la Constitución habla de principios, por lo que cabe 
entender que las leyes de armonización no pueden consistir en nor-
mas articuladas que vengan a sustituir o suplir los preceptos de las 
leyes de las Comunidades Autónomas, lo cual significa que aquellas 
deben de respetar y no anular la independencia política y la libertad 
de decisión de los órganos autonómicos, siempre que respeten el 
ámbito o marco definido por los principios estatales. En resumen, las 
potestades normativas de las Comunidades Autónomas no deben 
quedar reducidas a un mero expediente formal, vacío de contenido 
político, pues ello iría contra el contenido esencial de la autonomía 

	

política que les está reconocida. 	

 Por último, como tercera nota las relaciones entre la Lev de 
armonizar:ion y las leyes autonernicas. Visto el alcance que aquellas 
leyes deben de tener, la relación funcional entre ambas instancias 
normativas se concreta en que la Ley de armonización viene a delimi-
tar un ámbito normativo dentro del cual las Comunidades Autónomas 
gozan de un régimen de libre disposición. Se trata, pues, de una 
definición positiva del conjunto de opciones que tiene la Comunidad 
Autónoma a la hora de regular una determinada materia, dentro del 
cual es obligatorio operar a nivel de ley autonómica. La Ley de 
armonización no sustituye a la Ley autonómica, simplemente delimita 
su ámbito disponible. Fuera del mismo, se incurre en un supuesto 
de inconstitucionalidad (artículo 28.1 Ley Orgánica del Tribunal Cons-
titucional). 

Poniendo en conexión estas notas con los preceptos del Proyecto 
de L.O.A.P.A relativos a las relaciones entre las Comunidades Autóno-
mas y las Diputaciones Provinciales se deduce que estos: a) Mani-
fiestan la necesidad de armonizar este aspecto de la organización 
administrativa de las Comunidades Autónomas por trascender la posi-
ción de las Diputaciones Provinciales en el ámbito de la Administra-
ción autonómica del mero interés de cada Comunidad Autónoma 
para insertarse en el interés general del Estado, en cuanto entidades 
territoriales básicas de la organización estatal prevista en la Constitu-
ción (artículo 137) y entidades de carácter representativo dotadas de 
autonomía; b) No sustituyen ni anulan la potestad organizatoria de 
las Comunidades Autónomas en la materia, y c) Determinan un ámbi- 
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to funcional en el que pueden desenvolverse libremente la legislación 
autonómica, extremos éstos que precisan de una más concreta 
explicación. 

b) El contenido de la armonización del Proyecto de L.O.A.P.A. en 
cuanto a las relaciones entre las Comunidades Autónomas y las 
Diputaciones Provinciales. 

El objetivo del Proyecto de L.O.A.P.A. no es el de delimitar el 
ámbito de ejercicio de la potestad organizatoria de las Comunidades 
Autónomas en cuanto a su organización administrativa, materia ésta 
excesivamente amplia, como para poder ser objeto sin ulteriores 
precisiones o acotamientos de una armonización estatal. Por otra 
parte en ella no se aprecia nítidamente la existencia de un interés 
general que justifique la armonización, ya que la organización adminis-
trativa de un Ente territorial dotado de autonomía política parece 
antetodo un asunto privativo suyo y, por ende, de su interés exclusi-
vo, antes que de interes general. De aquí que el objetivo inmediato 
del Proyecto de L O A.P.A. sea mas reducido y acorde con los fines 
de la armonización. A nuestro modo de ver consiste en establecer 
en el ámbito disponible de la organización administrativa de las Comu-
nidades Autónomas el principio de la participación necesaria de las 
Diputaciones Provinciales en la misma, para cuya articulación el pro-
pio Proyecto define una serie de fórmulas y de técnicas entre las 
cuales puede optar cada Comunidad Autónoma, sin que en concreto 
sea ineludible ninguna de ellas. Se abren así diversas posibilidades 
de incorporar a las Diputaciones Provinciales a la Administración re-
gional, de forma que la aceptación de todas o cualquiera de ellas 
supondrá el sometimiento de la legislación autonómica a la armoniza-
ción definida por el Estado. 

Sin embargo, la realidad es que varios Estatutos, como conse-
cuencia de la puesta en práctica de los Acuerdos político-administrati-
vos en su procedimiento de aprobación. han establecido para algunas 
Comunidades Autónomas la necesidad de aplicar algunas de estas 
fórmulas, desvirtuando por superación los criterios más flexibles del 
Título II del Proyecto de L.O.A.P.A. Llama la atención en este sentido 
la referencia que el artículo 11 del Proyecto contiene respecto de 
estos Estatutos y en lo tocante a la gestión ordinaria por las Diputa-
ciones Provinciales de los servicios propios de la Administración autó-
noma en el territorio de cada Provincia. En tales Comunidades el 
problema de la articulación entre su legislación ordinaria y la 
L.O.A.P.A. se traslada en este tema primeramente a un nivel estatu-
tario, en cuanto hay que interpretar el alcance exacto de lo estableci- 
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do al respecto en el Estatuto. Este es el caso paradigmático del 
Estatuto andaluz, cuyo artículo 4.4 establece que la Comunidad Autó-
noma «articulará» la gestión ordinaria de sus servicios periféricos 
propios a través de las Diputaciones Provinciales, imponiendo a pri-
mera vista una opción de las ofrecidas como posibles por el Proyecto 
de L.O.A.P.A. a aquellas otras Comunidades Autónomas cuyos Esta-
tutos no se pronuncien en parecidos términos. 

¿Cuáles son en concreto, según el Título II del Proyecto de 
L.O.A.P.A., las fórmulas de articulación de las Diputaciones Provincia-
les en la Administración de las Comunidades Autónomas? Con inde-
pendencia de las competencias que le vengan atribuidas a aquellas 
como propias tanto por la legislación estatal como por la autonómica, 
el art. 11 del Proyecto de L.O.A.P.A. prevé los siguientes supuestos 
de participación de las Diputaciones Provinciales en la Administración 
de las Comunidades Autónomas: 

	 La transferencia de competencias propias de la Comu- 
nidad. 

- La delegación del ejercicio de competencias propias de la 
Comunidad. 

— La gestión ordinaria de los servicios propios de la Comuni-
dad en el territorio de cada Provincia. 

A estos tres supuestos habría que añadir los dos siguientes: 

— La delegación del ejercicio de competencias transferidas 
o delegadas por el Estado a la Comunidad (artículo 14), y 

	 La coordinación para la gestión de servicios en los supues- 
tos de competencias concurrentes (artículo 13). 

Todas estas fórmulas permiten actuar con una gran flexibilidad, a 
nivel de cada Comunidad Autónoma, en la incorporación de las Dipu-
taciones Provinciales a su organización administrativa, pudiendo incli-
narse el legislador autonómico en favor de un mayor protagonismo 
de aquellas en la administración periférica o en favor de la presencia 
directa de las propias estructuras administrativas de la Comunidad 
Autónoma. En el primer caso estaríamos ante un sistema de adminis-
tración regional descentralizada, salvo en aquellas materias en que 
no fuera posible su gestión a nivel provincial, en cuyo caso la Comu-
nidad Autónoma podría crear los organismos necesarios para ello. 
Esta quedaría configurada en este sistema como un ente de gobier- 
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no. En el segundo caso estaríamos ante un tipo de administración 
regional indirecta de carácter selectivo, referida a determinados ámbi-
tos de materias, pudiendo optarse entre la transferencia o la delega-
ción de competencias a las Diputaciones Provinciales, según el nivel 
o grado de control que pretenda conservar la Comunidad Autónoma. 
En este caso, ésta dispondría de una organización administrativa 
propia, central y periférica. 

En principio parece poco probable que las Comunidades Autóno-
mas se decidan por crear una Administración regional totalmente 
descentralizada, al menos en un primer momento, en el que la asun-
ción y organización de las transferencias provenientes del Estado se 
traducirá en la creación de una organización propia, similar a la estatal, 
que mantenga en funcionamiento sin grandes cambios burocráticos 
los servicios transferidos. Parece, por otra parte, la solución más 
simple transitoriamente, lo que podría consagrarse con tal carácter 
en las normas de las Comunidades Autónomas que regularan su 
administración. 

En una etapa posterior, la presencia de las Diputaciones Provincia-
les en la administración regional podría hacerse más intensa, a partir 
de la reforma del Régimen Local y de la valoración a un nivel institu-
cional por las Comunidades Autónomas, junto con las Diputaciones 
Provinciales existentes en su territorio, de los ámbitos materiales de 
competencia que podrían asumir éstas a nivel provincial. Todo ello 
sin perjuicio de la posibilidad, y en muchos casos de la necesidad, 
de dar cabida en la administración regional a otros niveles o ámbitos 
territoriales para la prestación de servicios, como el municipal, el 
supramunicipal o comarcal, el supraprovincial y el propio regional. 

Estamos convencidos de que la colaboración interadministrativa 
en el ámbito de la administración regional va a exigir, especialmente 
en las Comunidades Autónomas de mayor extensión territorial, un 
tejido administrativo complejo y rico, en cuanto habrá de combinar 
armónicamente fuerzas, en principio, encontradas como la natural 
reivindicación política de las Comunidades Autónomas a retener para 
sí la administración regional o gran parte de ella, los intereses de la 
participación de las Entidades locales representativas y las exigencias 
que impone la eficacia a la hora de determinar el ámbito territorial 
más idóneo para la prestación de los servicios. El nivel político de 
solución a estos problemas no es otro que el propio de cada Comuni-
dad Autónoma, cuyas Asambleas Legislativas deberán establecer los 
criterios por los que deba discurrir la planta de la Administración 
regional. En suma, la Ley estatal debe ser en este tema respetuosa 
con las soluciones arbitradas en cada Comunidad. 
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IV. LAS RELACIONES COMUNIDAD AUTONOMA-PROVINCIA 
EN LOS DISTINTOS ESTATUTOS DE AUTONOMIA 

1. Cuestiones previas. 

Interesa ahora, tras las anteriores consideraciones, examinar el 
tratamiento que del tema que nos ocupa hacen los distintos Estatutos 
de Autonomía; en qué forma se plantean en los Estatutos de Autono-
mía las relaciones entre la Comunidad Autónoma y la Provincia, ente 
local. 

A modo de hilo conductor de cuánto vamos a exponer, deben 
considerarse dos cuestiones básicas: 

a) El reconocimiento de la potestad organizatoria de las Comunida-
des Autónomas. 

No es necesario insistir nuevamente en las reflexiones que ante-
riormente se han hecho en torno a la determinación del alcance y 
contenido de la potestad organizatoria regional. Sí es necesario no 
obstante, insistir en algunos puntos concretos directamente relaciona-
dos con el tema que nos ocupa. En este sentido es preciso recalcar 
que la Constitución Española, dentro de unos principios constituciona-
les, ha atribuido a las diferentes Comunidades Autónomas la facultad 
de determinar su propia organización. El artículo 147 C.E. dispone 
expresamente que los Estatutos de Autonomía deberán contener: c) 
la denominación, organización y sede de las instituciones autónomas 
propias. El artículo 148.1.° por su parte indica que las Comunidades 
Autónomas podrán asumir competencias en la organización de sus 
instituciones de autogobierno. 

Los Estatutos de Autonomía pues, dentro del respeto a los princi-
pios constitucionales, pueden y deben contener las normas básicas 
a partir de las cuales la Comunidad Autónoma implantará y ordenará 
su propia estructura organizativa. Corresponde posteriormente a la 
Comunidad Autónoma, en el ejercicio de sus funciones legislativa y 
ejecutiva el desarrollo de esa potestad organizatoria. 

Esta potestad estatutaria de organización, como ya se ha señala-
do, no está sin embargo incondicionada. El Estatuto, en cuanto for-
ma de atribución de la potestad organizatoria, se encuentra some-
tido a unos límites constitucionales; la Constitución y los principios 
constitucionales relativos a la organización administrativa (artícu- 
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los 9.° y 103 C.E. fundamentalmente) (1) constituyen claros límites 
en orden a la definición y ejercicio de la potestad estatutaria de 
organización. Estos principios constitucionales, como ha señalado ya 
nuestra jurisprudencia y nuestra doctrina (2) son de aplicación directa 
y sirven de marco a la actuación de los distintos poderes públicos. 

De todo ello se deduce, y en este punto queremos insistir, que 
no es viable una definición de la potestad estatutaria de organización 
contraria a estos principios constitucionales. La concreción que del 
principio constitucional de autonomía haga un Estatuto de Autonomía 
no puede vulnerar el contenido esencial, político y jurídico de tal princi-
pio (3). Concretamente, por lo que al tema que nos ocupa respecta, 
el reconocimiento y definición en el Estatuto de Autonomía de la 
potestad organizatoria de la Comunidad Autónoma —manifestación 
de ese principio de autonomía 	 no puede hacerse de forma que se 
anule o limite más allá de lo que exigen esos principios y el necesario 
respeto a las autonomías locales constitucionalmente garantizadas. 

b) Disponibilidad sobre el Régimen Local por parte de las Comunida-
des Autónomas. 

Un segundo punto importante a tratar, como indicábamos, era el 
de determinar el contenido y alcance de las facultades de la Comuni-
dad Autónoma sobre el Régimen Local. 

El reconocimiento constitucional de una potestad organizatoria en 
favor de las Comunidades Autónomas, al que nos hemos referido 
anteriormente, se opera de forma indistinta, cualquiera que fuere el 
tipo de Comunidad Autónoma. 

El alcance y contenido de las facultades de la Comunidad Autóno-
ma sobre el Régimen Local es sin embargo distinto en función de la 
distinta vía de acceso a la autonomía empleada. 

b.1. Comunidades Autónomas de autonomía plena. 

Las Comunidades Autónomas que acceden a la autonomía en 
virtud del procedimiento previsto en el artículo 151 de la C.E. difieren 

(1) Sobre el valor de estos principios en orden a una delimitación de la potestad 
estatutaria de organización y de sus condiciones de ejercicio, véase Enrique Argullol 
Murgadas «Organización administrativa de las Comunidades Autónomas» D.A. número 
182. Abril-junio-1979, especialmente págs. 42 y sigs. 

(2) García de Enterría, Eduardo y Fernández Rodríguez, Tomás Ramón: Curso de 

Derecho administrativo, tomo I, págs. 114.y sigs. Civitas. Madrid, 1981. Sentencia del 
Tribunal Constitucional de 8 de junio de 1981. 

(3) Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de julio de 1981. 
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en este punto de las que acceden por la vía del artículo 143. Si bien 
es cierto que, con una interpretación extensiva del artículo 152, el 
modelo institucional básico de la Comunidad Autónoma se ha genera-
lizado, no es menos cierto que hay una diferencia básica en cuanto 
al quantum competencial que desde su origen pueden asumir uno u 
otro tipo de Comunidad Autónoma. 

En este sentido el artículo 149 en su apartado 18 permite que las 
Comunidades Autónomas de autonomía plena, incidan con su regula-
ción en el régimen jurídico de las restantes Administraciones públicas 
(Régimen Local) sin perjuicio de que se reserve el Estado «las bases 
del régimen jurídico de esas Administraciones públicas y un procedi-
miento administrativo común, sin perjuicio de las peculiaridades deri-
vadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas». 

Este tipo de Comunidades Autónomas pueden en suma regular 
el régimen jurídico de las distintas administraciones públicas locales 
sitas en su territorio, dentro del marco de unas «bases» que habrán 
de ser fijadas lógicamente por el Estado a través de una futura Ley 
de Régimen Local. Dentro de este marco futuro y dentro del respeto 
a los preceptos constitucionales que definen y garantizan institucio-
nalmente a los distintos Entes locales iarticulos 140 y 141 C.E 1, el 
Estatuto de Autonomía podrá asumir el tratamiento del Régimen 
Local y la Comunidad Autónoma regular dichas entidades. 

b.2. Comunidades Autónomas de autonomía diferida. 

El planteamiento es distinto, al menos inicialmente, por lo que 
respecta a las Comunidades Autónomas que acceden a la autonomía 
por la vía del artículo 143 de la Constitución. 

De una interpretación sencilla del artículo 148 C.E. —a cuyo conte-
nido se reduce inicialmente el quantum competencial de estas Comu- 
nidades Autónomas durante cinco años 	 se deduce una posición 
distinta de la Comunidad Autónoma ante el posible tratamiento del 
Régimen Local. Si en el sistema anterior tal competencia era asumi-
ble por la Comunidad Autónoma dentro de un marco institucional 
básico limitador, en el presente caso, y excluida la posibilidad de 
«alteración de los términos municipales comprendidos en su territo-
rio» (148.1 a/ 2), la Comunidad Autónoma carece, en principio, de 
competencias en estas materias y para asumirlas precisará una expre-
sa transferencia en virtud de una específica habilitación por parte de 
la Ley de Régimen Local. 

En lógica consecuencia con lo anteriormente expuesto habría que 
concluir que la regulación de las relaciones entre la Comunidad Autó-
noma y los Entes locales se ha efectuado al margen de las previsio- 
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nes constitucionales. En el supuesto de las Comunidades Autónomas 
de autonomía plena por cuanto no se han formulado «las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas», competencia esta-
tal indisponible para las Comunidades Autónomas (artículo 149-181; 
en el caso de las Comunidades Autónomas de autonomía diferida 
por cuanto no se ha publicado la Ley de Régimen Local, Ley que ha 
de habilitar las transferencias de competencias en materia de Régi-
men Local a las Comunidades Autónomas (artículo 148.1-2.' in fine 
C.E.). 

Este planteamiento no coincide obviamente con la realidad de las 
cosas. Como vamos a examinar, los distintos Estatutos de Autonomía 
contemplan las relaciones entre la Comunidad Autónoma y los Entes 
locales con mayor o menor amplitud. 

En las Comunidades Autónomas de autonomía plena ésto ha sido 
en unos casos fruto de la fuerza de los hechos; en otros se ha 
partido de un cierto respaldo en la doctrina sentada por el Tribunal 
Constitucional en Sentencia de 28 de julio de 1981 a la que posterior-
mente aludiremos y en la que se permite expresamente que hasta 
tanto el Estado no fije esas bases específicas pueda la Comunidad 
Autonoma inferirlos de la legislación vigente. 

En las Comunidades Autónomas de autonomía diferida la solución 
adoptada es fruto a nuestro juicio, simplemente del pacto político 
que ha presidido la elaboración de sus Estatutos. Insistimos en que 
la Ley de Régimen Local no se ha publicado y que la posible regula-
ción del tema que nos ocupa carece de la habilitación exigida por el 
artículo 148-1-2.a C.E. Es fruto de unos acuerdos autonómicos o a lo 
sumo de la filosofía que inspira la Ley Orgánica de Armonización del 
Proceso Autonómico sub iudice a la fecha de escribirse este trabajo. 

Esto es grave por cuanto puede llegar a darse el caso de una 
regulación del tema que nos ocupa por la Ley de Régimen Local 
contraria a la regulación estatutaria. Esta hipótesis no es desdeñable, 
sino muy cercana a la realidad, si se observa el tratamiento que el 
Proyecto de Ley de Bases de Régimen Local («Boletín Oficial de las 
Cortes Generales». Congreso de los Diputados, Serie A, número 
196-1) hace de la Provincia y de las relaciones de esta con la Comuni-
dad Autónoma (artículo 34-2 del Proyecto de Ley de Bases de Régi-
men Local). 

2. Análisis de los diferentes Estatutos de Autonomía. 

Hechas estas observaciones previas pasemos al examen de los 
distintos Estatutos de Autonomía. 
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El criterio sistemático a seguir nos ha venido dado por la propia 
dinámica histórica y socio-política del proceso autonómico. A él nos 
ajustamos, excepción hecha del Estatuto de Autonomía de Andalucía 
por la especial singularidad del mismo. 

a) Comunidades Autónomas de autonomía plena. 

Cuatro son, como ya es sabido, los Estatutos aprobados por esta 
vía. El tratamiento que en los mismos se hace de la provincia y de 
sus relaciones con la Comunidad Autónoma es realmente diverso. 
Examinaremos brevemente cada uno de ellos. 

. Estatuto Vasco. 

La Provincia es un Ente territorial básico en el diseño organizativo 
del País Vasco. Ello es así no tanto por una especial tendencia 
provincialista en la región cuanto por la coincidencia en esta región 
de la Provincia y los Territorios Históricos. 

Este Jn-a,-.:ter :siascc. dr la Pn_.A., ncia se 	 acaba y,  con espnc..s:1 
énfasis en el Estatuto de Estella de 1931, en el que incluso se 
atribuía a las Juntas de Vizcaya, Alava, Guipúzcoa y a las Cortes de 
Navarra, el poder legislativo para sus asuntos particulares. En la 
misma línea se pronunciaban los proyectos de 21 de marzo de 1932, 
5 de noviembre de 1933 y en la Ley de 6 de octubre de 1936 por la 
que se promulgaba el Estatuto Vasco si bien en estos últimos proyec-
tos parecían ya eliminarse las competencias propiamente legislativas 
del ámbito provincial. 

Por lo que al vigente Estatuto de Autonomía para el País Vasco 
respecta (L.O. 3/1979, de 18 de diciembre), parte de afirmar la potes-
tad organizatoria de la Comunidad Autónoma en su artículo 102. A 
su vez reconoce a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva 
en materia de Régimen Local sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 149-1-18.' de la Constitución. De ello se obtiene en el tema 
que nos ocupa una amplia disponibilidad por parte de la Comunidad 
Autónoma en orden a su autoorganización interna y en cuanto a la 
definición de su sistema de relaciones con los Entes locales sitos en 
su ámbito territorial. 

El Estatuto Vasco sin embargo ha optado por no predeterminar el 
sistema de reparto interior de competencias. 

El Estatuto Vasco nos ofrece unos Territorios Históricos potencia-
dos en sus competencias; estos Territorios Históricos (que se corres-
ponden con las actuales provincias (artículo 2.''-2)) asumen competen- 
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cias exclusivas en importantes cuestiones y entre ellas la organiza-
ción, régimen y funcionamiento de sus propias instituciones, demar-
caciones territoriales de ámbito supramunicipal que no excedan de 
los límites provinciales y en general todos aquellos que se especifi-
quen en el Estatuto o que les sean transferidos (artículo 37-3) En el 
artículo 23 del Estatuto Vasco se establece por otra parte que cada 
uno de los Territorios Históricos que integran el País Vasco podrán 
en el seno del mismo, conservar o en su caso establecer y actualizar 
sus instituciones provinciales de autogobierno. La teórica competen-
cia exclusiva por tanto del País Vasco en lo relativo a su organización, 
lejos de ser recelosa respecto a una posible compartición entre el 
Gobierno Vasco y los Territorios Históricos, aparece inicialmente, 
incluso en el propio Estatuto, como una competencia compartida y 
en suma, por tanto, como una competencia coordinada. 

Pero decíamos además que el Estatuto ha optado por no predeter-
minar el sistema de reparto interior de competencias y realmente 
salvo esta precisión que acabamos de señalar y a pesar de esa clara 
asunción de competencia que en el artículo 10-4 se hace en favor de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre Régimen Local, lo 
cierto es que, como señala Martín Mateo (4) el Estatuto Vasco ha 
dejado al juego futuro de las fuerzas politicas vascas gran parte de 
las decisiones en cuanto al reparto interior de competencias. El artícu-
lo 37-2 del Estatuto Vasco dispone efectivamente que «lo dispuesto 
en el Estatuto no supondrá alteración de la naturaleza del régimen 
foral específico o de las competencias de los regímenes privativos 
de cada Territorio Histórico». Los derechos históricos aparecen así 
como un prius para el Estatuto sobre el que incluso prevalecen. 
Determinar el contenido específico de estos derechos es otra cues-
tión, sobre la que habrán de pronunciarse los especialistas en la 
historia y Derecho foral vasco. Dentro de estos derechos está el de 
los Territorios Históricos a autoorganizarse (en curioso contraste con 
el artículo 10-4 del Estatuto Vasco). 

Al quedar de esta forma indeterminado el régimen foral de estos 
territorios y su propia organización específica, queda en una gran 
indeterminación el sistema real de relación entre la Comunidad Autó-
noma y los Territorios Históricos. Si esto es un error o un acierto del 
Estatuto no nos corresponde a nosotros determinarlo. Es simplemen-
te un hecho que la potestad organizatoria del Gobierno Vasco está 
claramente recogida en el Estatuto, que este Estatuto respeta y 
potencia sus propios Territorios Históricos forales y que plasman por 
tanto en el Estatuto dos Entes territoriales con un amplio grado de 

(4) Martín Mateo, Ramón: «Administración Autonómica de Euskadi», R A.P., 91, 
enero-abril 1980, págs. 75 y sigs. 
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autonomía que tienen como único criterio relacional un principio de 
coordinación (artículo 39 del Estatuto) y su propia historia. 

En ejercicio de su potestad organizatoria, el Parlamento Vasco ha 
dictado con fecha 30 de junio de 1981 una Ley de Gobierno en la 
que pretende sentar unos fines básicos en materia de organización 
de la Comunidad Autónoma. El resultado de este texto poco añade a 
lo ya dicho por cuanto realmente no establece las técnicas de relación 
entre la Comunidad Autónoma y los Territorios Históricos. La cuestión 
queda en la Ley remitida (artículo 52-1.° c) a la libre disponibilidad 
del Parlamento Vasco, en el marco del respeto a los principios de 
objetividad, publicidad, eficacia, descentralización y coordinación entre 
los órganos de la Comunidad Autónoma y los de los Territorios 
Históricos (artículo 53 Ley de Gobierno). El único límite que se esta-
blece en la Ley a estas leyes futuras que aprueben el régimen 
general de las relaciones entre la Comunidad Autónoma y los Territo-
rios Históricos es la inviabilidad de que el Parlamento pueda delegar 
en el Gobierno la potestad de dictar Decretos legislativos en estas 
materias (artículo 52-1.'1. Esta limitación por otra parte no deja de ser 
anómala por cuanto lo que a nuestro juicio es realmente cuestionable 
es la propia constitucionalidad del artículo 52 al que aludirnos que 
intoduce en el marco de la Comunidad Autónoma una técnica norma-
tiva excepcional prevista en el artículo 82 C.E. no asumible por las 
Comunidades Autónomas máxime cuando ni siquiera el propio Estatu- 

to la menciona. 

a.2. Estatuto Catalán. 

En el caso de Cataluña la tradición autonomista se inclina en 
favor de estructuras administrativas distintas a la Provincia y concre-
tamente de la comarca, como área más apta para el desarrollo de las 
competencias autonómicas. 

Esta tradicción antiautonomista se ha reflejado tanto en la propia 
regulación de la institución provincial en el Estatuto de Autonomía 
como posteriormente en la legislación autonómica de desarrollo 
estatutario. 

El artículo 5.° del Estatuto de Autonomía de Cataluña, donde se 
establece la organización territorial de la Generalidad, estructura Cata-
luña en Municipios y Comarcas y otras organizaciones supracomarca-
les, previendo la posibilidad de que una Ley del Parlamento Catalán 
regulara la organización territorial de Cataluña de acuerdo con el 
Estatuto garantizando la autonomía de las distintas entidades territo-
riales, todo ello sin perjuicio del mantenimiento de la Provincia como 
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entidad local y como área territorial de cumplimiento de actividades 
del Estado. 

El artículo 9.° por su parte reconoce a la Comunidad Autónoma 
competencia exclusiva en la organización de sus instituciones de 
autogobierno y sobre el Régimen Local. 

Partiendo de estos preceptos la Generalidad Catalana aprobó la 
Ley 6/1980, de 17 de diciembre en la que estimaba viable la sustitu-
ción de las provincias por otras entidades locales (o al menos cambiar 
los órganos de gobierno de estas entidades asumiendo la Generalidad 
sus competencias). Se buscaba en suma, a nuestro juicio, la supresión 
de las provincias, creando la propia Comunidad Autónoma un sistema 
de administración directa que excluía la existencia de un sistema de 
gestión a nivel provincial. Las relaciones Comunidad Autónoma, insti-
tución provincial se planteaban por vez primera en términos no de 
colaboración sino de abierta ruptura. 

La Exposición de motivos de la Ley era clara y terminante. 

«El mantenimiento de las funciones actuales de las Dipu-
taciones Provinciales es un obstáculo a la nueva ordenación 
territorial catalana. Por el Parlamento de Cataluña deberá es-
tablecerse basándose en el fortalecimiento de la vida munici-
pal, la institucionalización administrativa de las comarcas y el 
establecimiento de entidades supracomarcales que se adap-
ten mejor que las proyincias a las necesidades de la sociedad 
catalana actual. Asumir este objetivo significará una transfor-
mación profunda de la Administración Local de Cataluña, 
transformación de la cual la etapa previa y necesariamente 
provisional ha de ser, evidentemente, la transferencia a la 
Generalidad por parte de las Diputaciones de las competen-
cias y los servicios que les son propios haciéndolas desapare-
cer y tomando las disposiciones necesarias para que a pesar 
de ello no disminuya la participación de los Entes locales en 
las decisiones administrativas de la Generalidad.» 

A través de esta Ley y ante la inviabilidad constitucional de una 
supresión de la provincia la Generalidad vaciaba de contenido la 
institución provincial transfiriendo sus competencias, servicios, ingre-
sos, patrimonio y personal al Consejo Ejecutivo de la Generalidad. En 
lugar de las Diputaciones provinciales creaba unos Consejos Territo-
riales, dotados de representatividad indirecta (formados por represen-
tantes de las antiguas comarcas catalanas) con funciones de estudio, 
propuesta y asesoramiento, pero no decisorias y de prestación de 
servicios y sin potestad financiera propia pues sus presupuestos se 
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integrarían en el de la Generalidad y serian aprobados por ésta. La 
Organización central de la Cataluña autónoma quedaba obviamente 
robustecida mediante esta Ley. 

Promovido recurso de inconstitucionalidad por el Gobierno, el Tri-
bunal Constitucional en su conocida St. de 28 de julio de 1981 (B. O. 

E. 
13 de agosto) declara nula y anticonstitucional la disposición 

recurrida. 
No es misión nuestra un comentario de la decisión del Tribunal 

Constitucional pero sí extraer de su contenido una serie de enseñan-
zas de suma utilidad para nuestros propósitos (5). 

El Tribunal Constitucional sienta a lo largo de la Sentencia la 

siguiente doctrina: 
1.° La Constitución garantiza a los Entes locales y concretamen-

te a la Provincia un núcleo básico indisponible para el legislador 
ordinario, tanto estatal como regional que permita hacer recognosci-
ble la institución provincial. Este núcleo indisponible vendrá constitui- 

do por: 

a) El derecho de la Comunidad Local a la participación a traves 
de órganos propios en el Gobierno y administración de cuantos asun- 

tos les atañen. 

b) El ejercicio por esos órganos representativos de potestades 

decisorias. 

c) Atribución al Ente local de competencias exclusivas o con- 

currentes. 
2.° La regulación que del Régimen Local pueda hacer la Comuni-

dad Autónoma ha de respetar las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas que competen al Estado. Estas bases no 
son sino la traducción de esa garantía institucional básica a la que 
anteriormente se hacía referencia. Por lo demás, en tanto fije el 
Estado a través de una Ley de Régimen Local específica este conte-
nido institucional básico es viable que la Comunidad Autónoma los 
infiera de la legislación vigente. El Tribunal Constitucional llega así a 
reconocer expresamente a la Generalidad lo que la Comisión Consti-
tucional no quiso aceptar del Proyecto de Estatuto de Sau, previsión 
que se sustituyó por la ambigua fórmula que hoy se recoge en la 
Disposición Transitoria segunda del Estatuto de Cataluña. 

(5) Sobre esta Sentencia pueden verse los comentarios de Vallina Velarde, Vicen-
te: «Consideraciones sobre la autonomía local en el Estado autonómico», R.E.V.L. 

número 213, págs. 33 y sigs.; M. Sánchez Morón: «Las Comunidades Autónomas y 

las Provincias» R.E.D.A. 
número 32 y J. A. Santamaría, «Notas sobre la Sentencia de 

las Diputaciones Provinciales» R.E.D.A. número 34. 
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3.° El Tribunal Constitucional, habida cuenta de que la Constitu-
ción prevee nuevos entes territoriales, admite que el sistema inicial 
de competencias de la Provincia pueda verse alterado, de tal modo 
que la aparición de la Comunidad Autónoma puede exigir la asunción 
por este Ente de algunas de las competencias hoy atribuidas a la 
Provincia por incidir en el interés regional. Para posibilitar de hecho 
estos cambios el legislador podrá disminuir o acrecentar las compe-
tencias de cada Ente por lo que es constitucionalmente legítima una 
reducción de las competencias provinciales. Estas modificaciones en 
ningún caso pueden llevar a una desaparición de la Provincia a través 
del desapoderamiento de la totalidad de las actuales funciones de 
los Entes locales. 

A la vista de cuanto antecede el Tribunal Constitucional decreta la 
inconstitucionalidad de la Ley Catalana por cuanto privaba a los Entes 
provinciales de potestades decisorias y no configuraba —cuál pudiera 
deducirse de los principios básicos de la actual legislación estatal— a 
la Provincia como Ente local de estructura representativa dotado de 
autonomía y con competencias decisorias. La St. del Tribunal Consti-
tucional declara inconstitucional la Ley por violación de los artículos 
137, 141, 142, 149-1-18 C.E. y asimismo por infracción del artículo 
5.°, 4 del Estatuto de Cataluña. Si en el período de elaboración y 
aprobación del Estatuto, parecía viable cuestionarse el márgen de 
disponibilidad de la Comunidad Autónoma sobre las provincias —es-
pecialmente en la hipótesis de la no inclusión de un precepto del 
tenor literal del artículo 5.0, 4 del Estatuto—, la Sentencia del Tribunal 
Constitucional despejaba la interrogante; Comunidad Autónoma y 
Provincia han de coexistir necesariamente, tal es el mandato constitu-
cional Es tarea de la Ley precisar el marco en que han de relacionar-
se dentro de esa oportuna o inoportuna pero necesaria convivencia. 

a.3. Estatuto Gallego. 

El Estatuto Gallego es cronológicamente el tercer Estatuto aproba-
do por la vía del artículo 151 C.E. Este Estatuto es especialmente 
interesante por cuanto ha de pronunciarse sobre el tema que nos 
ocupa, las relaciones Comunidad Autónoma-Provincia partiendo del 
precedente del Estatuto Vasco con su propia fisonomía y del Estatuto 
Catalán cuyo conflictivo desarrollo acabamos de examinar. 

Aprobado por Ley Orgánica de 6 de abril de 1981 el Estatuto 
Gallego parte del reconocimiento de una competencia exclusiva por 
parte de la Comunidad Autónoma sobre el Régimen Local sin perjui-
cio de lo establecido en el artículo 149-1-18 C.E. (artículo 27-9 Estatu-
to Gallego) así como en lo relativo a la organización de sus institucio-
nes de autogobierno (artículo 27-1) de dicho Estatuto). 
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Dentro del respeto asimismo a los principios y normas básicas 
estatales, corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y es-
tructura de su propia Administración pública (artículo 28-1 y 39 del 

Estatuto de Autonomía para Galicia). 
Partiendo de estas premisas el Estatuto afronta el tema de las 

relaciones Comunidad Autónoma-Provincia. Afronta el tema y lo re-
suelve a nuestro juicio, de forma sumamente satisfactoria. El artículo 

41 del Estatuto establece: 
«La Comunidad Autónoma ejercerá sus funciones admi-

nistrativas por órganos y Entes dependientes de la Junta de 
Galicia. También podrá delegarlas en las provincias, munici-
pios y demás entidades locales reconocidas en este Es- 

tatuto.» 
Se parte por tanto a nuestro juicio, de una premisa clara; la 

Comunidad Autónoma reafirma su potestad organizatoria en cuanto 
puede libremente determinar su propia estructura. Sentado este prin-
cipio no se renuncia a una colaboración eficaz, a una mutua interrela-
ción entre la Provincia —e incluso otros Entes locales— y la Comuni-
dad Autónoma. Esta interrelación parte sin embargo de un principio 
dispositivo en favor de la Comunidad Autónoma; es a ella a quien 
corresponde decidir si gestiona con su propia estructura sus compe-
tencias o si lo hace a través de transferencias y delegaciones al Ente 

local. 
La solución nos parece realmente acertada. 

b) Comunidades Autónomas de autonomía diferida. 

Rompemos en este punto, tal como expusimos al inicio de este 
estudio, el sistema cronológico que hemos venido siguiendo. Siguien-
do este criterio procedería analizar el Estatuto de Autonomía de 
Andalucía. No vamos a hacerlo así y lo dejaremos para el final. 
Procedemos de esta manera, por las peculiaridades de este Estatuto 
y por cuanto estimamos puede ayudarnos a dar una valoración sobre 
el mismo el análisis de los Estatutos de Autonomía diferida. 

b.1. Comunidades Autónomas uniprovinciales. 

Un primer grupo de Comunidades Autónomas de autonomía dife-
rida viene constituido por las Comunidades Autónomas uniprovincia

-

les. Dentro de este capítulo cabría citar a Cantabria (L.O. 30-XII-81 ia
), 

Asturias (L.O. 7-30-XII-81), la Rioja (L.O. 3-9-junio-1982) y Murc 

(L.O. 4-9-junio-1982).  

No plantean realmente estas Comunidades Autónomas problemas 
en sus relaciones con la Provincia por cuanto de hecho se produce 
una absorción de la Provincia por la Comunidad Autónoma. Las Dipu-
taciones provinciales se integran en la organización política de la 
Comunidad Autónoma y sus servicios administrativos seguirán siendo 
la base de la nueva administración regional. Así lo preveía el informe 
de la Comisión de expertos y la propia L.O.A.P.A. (artículo 15). La 
Comunidad Autónoma tiene así el carader de Corporación represen

- 

tativa a la que se refiere el artículo 141-2 C.E. 

La St. del Tribunal Constitucional de 28 de julio de 1981 así lo 
resuelve igualmente entendiendo que en estos casos la asunción 
por parte de la Comunidad Autónoma de todas las funciones de la 
Diputación Provincial no infringe la garantía institucional de la Provin-
cia. En estos supuestos, la Provincia como ámbito de autonomía no 
solo no pierde su carácter básico sino que accede a un nivel superior 
de autonomía pudiendo recabar mayores competencias y estando 
confiado su Gobierno y Administración a la Comunidad. 

b 2. Estatuto de Autonomía para Canarias. 
Para comentar, siquiera sea brevemente el caso Canario hay que 

hacer una referencia a la peculiar organización administrativa canaria 
antes del Estatuto de Autonomía (L.O. 10-8-1982). 

El archipiélago canario estructuraba su división provincial en dos 
grandes Provincias Tenerife y Las Palmas. Estas Provincias agrupaban 
varias islas. Las islas de cada provincia constituían una mancomuni

-

dad interinsular (ente territorial sin generalidad de fines y con las 
competencias propias de estos entes (artículo 240 R.O.F.). La isla se 
constituye a partir de un Cabildo insular, órgano éste que asume las 
funciones, obligaciones y derechos de las Diputaciones Provinciales. 

Este era el diseño local canario diseño que la Constitución respe-
ta. La Constitución prevee efectivamente (artículo 141-4) que en los 
archipiélagos, las islas tendrán además una Administración propia en 
forma de Cabildos o Consejos. 

La Constitución respeta por tanto la peculiar organización canaria 
pero manteniendo («además») la Provincia. Si ésto es oportuno y 

eficaz, o no, es opinable pero éste es a nuestro juicio el contenido 
del precepto sin olvidar que el artículo 137 C.E. organiza territorial-
mente el Estado, sin excepciones, en Provincias. 

Insistimos en estos planteamientos, por que es fácil, partiendo 
de la incontestable lógica del hecho insular, olvidar que, hasta en 
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Canarias, la Provincia es un Ente local necesario. Y decimos esto 
porque lisa y llanamente la Provincia desaparece en el Estatuto cana-
rio y desaparece implícita y explícitamente. Implícitamente porque el 
Estatuto ni siquiera la menciona. Explícitamente porque en la disposi-
ción transitoria 7.a  del Estatuto se indica expresamente que las com-
petencias, medios y recursos que de acuerdo con el ordenamiento 
vigente corresponde a las Mancomunidades provinciales Interinsula-
res serán traspasadas a las Instituciones de la Comunidad Autónoma. 

La bondad de la medida no se discute; mantener en las Islas una 
Adminsitración local de nivel municipal, una Administración insular, 
otra provincial, otra regional y finalmente otra estatal trae consigo 
obviamente una complicación burocrática absurda y un riesgo grave 
de ineficacia pero ¿en base a qué precepto Constitucional puede 
suprimirse una de esas instancias? Aquí el mantenimiento de la 
Provincia parece insostenible; en Cataluña era indeseable. Él Tribunal 
Constitucional insiste sin embargo, en que la Provincia es un Ente 
necesario «a menos que la Constitución sea modificada». 

Estas reflexiones no son especulación teórica; surgen y se confir-
man con la lectura del diario de Sesiones del Congreso de los Diputa-
dos (números 83 y 246 de 1982) donde la discusión sobre el tema 
fue especialmente intensa entre los grupos Socialistas y Mixto y 
Coalición Democrática, triunfando, como hemos expuesto, la primera 
opción y reconociendo sus defensores que la Provincia quedaba en 
el Estatuto en términos de «no pronunciamiento». 

Una segunda cuestión de interés en el Estatuto Canario es preci-
samente la relativa a las relaciones entre la Comunidad Autónoma y 
los Cabildos Insulares. Ello es especialmente interesante en el caso 
canario por cuanto el Estatuto se aprueba tras los acuerdos autonómi-
cos e incluso tras la aprobación y ulterior recurso ante el Tribunal 
Constitucional del texto de la L.O.A.P.A. 

En este contexto se establece un sistema de articulación Comuni-
dad Autónoma-Cabildos Insulares que parte de la autonomía de la 
Comunidad Autónoma en orden a ejercer directamente a través de 
sus órganos administrativos sus competencias, o transferirlas o dele-
garlas en la Provincia (artículo 22-3 del Estatuto de Autonomía de 
Canarias). No hay por tanto, tal como preveían los acuerdos autonómi-
cos, una obligatoria gestión por las Diputaciones Provinciales de los 
servicios ordinarios de la Comunidad Autónoma. El texto es respetuo-
so con el proyecto de L.O.A.P.A. y da una gran libertad a la Comuni-
dad Autónoma sobre la utilización de los Entes locales pese a no ser 
esta una competencia asumible por este tipo de Estatutos, tal como 
ya señalamos al comienzo de este estudio. 
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b.3. Aragón. 

Es este uno de los Estatutos más claramente influidos por la Ley 
Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico e incluso por los 
propios acuerdos autonómicos previos a la L.O.A.P.A. 

La autonomía organizatoria de la Comunidad Autónoma queda en 
este Estatuto mermada en gran parte en favor de la Provincia. El 
artículo 45 del Estatuto obliga, efectivamente, a la Comúnidad Autó-
noma a articular sus servicios periféricos a través de las Diputaciones 
Provinciales en los términos que establezca una Ley de Cortes de 
Aragón en el marco de la legislación del Estado. 

Tal previsión es ajena a la Ley Orgánica de Armonización del 
Proceso Autonómico que configura la gestión de servicios ordinarios 
a la Comunidad Autónoma como una competencia que podrá opcio-
nalmente asumir la Comunidad Autónoma o gestionarla a través de 
las Diputaciones Provinciales. El precepto es fruto y consecuencia 
no de la L.O.A.P.A. sino de los Pactos Autonómicos donde, concreta-
mente en la base 16, se establecía que en la redacción de los Estatutos 
de las Comunidades pluriprovinciales habría de preveerse que las 
Diputaciones Provinciales «gestionarán ordinariamente los servicios 
confiados a la Comunidad Autónoma bajo su dirección y control». 

La Comunidad Autónoma puede en este Estatuto asimismo dele-
gar e incluso transferir a las Diputaciones Provinciales, facultades 
correspondientes a materias de su competencia. Esta transferencia y 
delegación es sin embargo facultativa para la Comunidad Autónoma. 
La transferencia y delegación se prevé no solo en favor de las Diputa-
ciones Provinciales sino también de los Ayuntamientos. 

La Comunidad Autónoma finalmente se presenta como coordina-
dora de las funciones propias de las Diputaciones Provinciales que 
sean de interés general a la Comunidad (artículo 45-2). A nuestro 
juicio, tal posibilidad lejos de ampliar las facultades de la Comunidad 
Autónoma las reduce; No acertamos a entender en qué forma la 
titularidad de una competencia de interés regional puede otorgarse a 
las respectivas Diputaciones Provinciales quedando la Comunidad 
Autónoma con simples funciones de coordinación. Tales competen-
cias debieran ser a nuestro juicio asumidas por la Comunidad Autóno-
ma sin perjuicio de que posteriormente ésta pudiera transferirlas o 
delegarlas en las Diputaciones Provinciales. La autonomía política 
frente a la simple autonomía administrativa de la Comunidad Autóno-
ma así lo exige, al menos a nuestro juicio. En cualquier forma éste 
es un tema —igual, quizá que algunos de los anteriores— en que 
evidentemente hubiera sido preferible un claro pronunciamiento pre-
vio por parte de la Ley de Régimen Local. 
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b.4. Proyecto de Estatuto de Autonomía de Castilla-León y Extre-
madura. 

En los mismos términos que el Estatuto de Autonomía de Aragón 
se encuentran los Proyectos de Estatutos de Castilla-León (6) y de 
Extremadura (artículo 15 del proyecto de Estatuto de Autonomía 
para Extremadura) (7). 

En estos Estatutos de la Comunidad Autónoma en el marco de 
una Ley de su Parlamento, habrá preceptivamente de articular la 
gestión ordinaria de sus servicios a través de las Diputaciones 
Provinciales. 

La delegación y transferencias de competencias de la, Comunidad 
Autónoma a las Diputaciones Provinciales se configuran con carácter 
potestativo, pero en cuanto a la gestión ordinaria de sus servicios no 
es disponible para la Comunidad Autónoma una gestión autónoma 
de carácter directo. Se establece un sistema de administración indi-
recta. Como decíamos anteriormente al comentar el Estatuto de 
Autonomía de Aragón, la redacción de este grupo de Estatutos obe-
dece no a previsiones constitucionales ni de la propia L.O.A.P.A. 
sino a unos acuerdos políticos no recogidos a nivel de Ley Orgánica 
ni ordinaria. 

No es éste sin embargo, el planteamiento de los restantes Estatu-
tos de Autonomía aprobados por la vía del artículo 143 de la 
Constitución. 

b.5. Estatutos de Autonomía de Castilla-La Mancha y Valencia. 

El Estatuto de Autonomía para Castilla-La Mancha (LO. 9-1982 
de 10 de agosto) no establece, a nuestro juicio, un planteamiento 
similar. El Estatuto contempla en este sentido, la transferencia y 
delegación de facultades de la Comunidad Autónoma a las Diputacio-
nes Provinciales con carácter potestativo. Por otra parte en lo relativo 
a la gestión ordinaria de los servicios periféricos de la Comunidad 
Autónoma no creemos que pueda hablarse en el Estatuto de una 
obligatoria gestión periférica de los servicios de la Comunidad a 
través de las Diputaciones Provinciales. El artículo treinta indica 
textualmente que: «Corresponderá a las Diputaciones, dentro del 
ámbito de sus respectivos territorios y en el marco de lo establecido 
por la legislación del Estado y de la región: c) La gestión ordinaria de 
los servicios de la Adminsitración de la región. A estos efectos y en 

161 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados número 97. Sesión corres-
pondiente al día 21 de junio de 1982. 

171 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados número 95. Acta correspon-
diente a la Sesión del día 16 de junio de 1982. 
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el marco del régimen jurídico aplicable a las Diputaciones, éstas 
actuarán bajo la dirección del Consejo de Gobierno.» 

Más que un mandato imperativo para la Comunidad Autónoma 
de articular a través de las Diputaciones Provinciales la gestión ordina-
ria de sus servicios, el precepto parece habilitar simplemente a las 
Diputaciones Provinciales para gestionar los servicios que la Comuni-
dad Autónoma, de conformidad con la legislación del Estado y en 
virtud de una Ley regional, decida encomendarle, servicios sobre los 
que la Comunidad Autónoma se reserva amplias facultades de tutela 
(suspender la transferencia o delegación, ejecutar por sí misma la 
competencia, etc.). 

Más explícito es aún el Estatuto de Autonomía para Valencia 
(LO. 5-1-julio-1982). 

El Estatuto efectivamente reconoce a la Comunidad Valenciana 
competencia exclusiva en lo relativo a: «organización de las institucio-
nes de autogobierno, en el marco del presente Estatuto» (artículo 
31-1) y, lo que resulta más peculiar habida cuenta que nos encontra-
mos ante una Comunidad Autónoma de autonomía diferida, «compe-
tencia exclusiva en materia de Régimen Local, sin perjuicio de lo que 
dispone el número 18 del apartado 1) del artículo 149 de la 
Constitución.» 

Partiendo de este planteamiento, la Comunidad Valenciana asume 
en el Estatuto una amplia disponibilidad en orden a su propia autoor-
ganización y a la instrumentalización de la Provincia. 

Las Cortes Valencianas pueden en este sentido, con carácter 
opcional transferir o delegar en las Diputaciones Provinciales la ejecu-
ción de aquellas competencias que no sean de interés general de la 
Comunidad Valenciana especialmente en áreas de Obras Públicas, 
Sanidad, Cultura y Asistencia Social. Se sienta sensu contrario, por 
tanto, un principio de asunción directa, por parte de la Comunidad 
Autónoma, de las competencias de interés general. Nótese por otra 
parte cómo las competencias delegables coinciden con las actual-
mente asumidas por las Diputaciones provinciales. 

En los supuestos de delegación, las Diputaciones Provinciales 
actuarán como instituciones de la Generalidad Valenciana sometidas 
a la tutela e inspección de la Generalidad que, a través de su Gobier-
no, puede obligar a las Diputaciones al cumplimiento forzoso de sus 
obligaciones. 

Se reconoce a su vez unas competencias propias de las Diputacio-
nes Provinciales sin especificarse cuáles sean éstas, dada la exclusi-
va competencia estatal en orden a la determinación. Estas competen- 
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cias provinciales pueden ser coordinadas por la Comunidad Autónoma 
Valenciana en forma semejante a la prevista en el Estatuto de Auto-
nomía de Aragón, anteriormente citado, en el marco de la legislación 
del Estado y por Ley de las Cortes Valencianas aprobada por mayoría 
absoluta (artículo 47-3). 

Finalmente el Estatuto de Autonomía para Valencia no contiene 
—contrariamente a lo que sucede en otros Estatutos— previsión 
alguna en orden a la forma de llevarse a cabo la gestión ordinaria de 
los servicios periféricos de la Comunidad Autónoma. Esta ausencia 
no puede interpretarse a nuestro juicio, sino como el reconocimiento 
implícito de una libertad de determinación por parte de la Comunidad 
Autónoma para escoger la más idónea forma de organización y 
gestión. 

c) Comunidad Autónoma para Andalucía. 

Hemos pospuesto el examen del Estatuto de Autonomía de Anda-
lucía al final de nuestro estudio por cuanto entendemos que la regula-
ción que el mismo hace de las relaciones Comunidad Autónoma-Dipu-
taciones Provinciales distorsiona en el contexto de los restantes Esta-
tutos de Autonomía a los que ya hemos hecho referencia. El Estatuto 
regula el tema en su artículo 4.9. Del examen de este precepto se 
obtiene que la Comunidad Autónoma puede transferir competencias 
a la Provincia en virtud de una Ley regional de desarrollo de la 
legislación básica del Estado (artículo 4-3-a) del Estatuto) así como 
delegarle competencias para su ejercicio bajo la dirección y control 
de la Comunidad Autónoma (artículo 4-3-b) del Estatuto). 

El artículo cuarto contiene junto a éstas, dos previsiones de interés, 
si se tiene en cuenta el contexto constituticional del Estatuto de Autono-
mía de Andalucía. La primera es la contenida en el apartado cuarto. En 
este apartado se establece que “En los términos de una Ley del Parlamen-
to Andaluz y en el marco de la Legislación del Estado, la Comunidad 
Autónoma articulará la gestión ordinaria de sus servicios periféricos 
propios a través de las Diputaciones Provinciales. La Ley establecerá 
los mecanismos de dirección y control por parte de la Comunidad». 
El último párrafo del precepto indica finalmente que: «5. La Junta de 
Andalucía coordinará la actuación de las Diputaciones, en lo que se 
refiere a las competencias recogidas en el apartado a) del número 3 
del presente artículo, en materias de interés general para Andalucía. 
La apreciación del interés general y las fórmulas de coordinación se 
establecerán por una Ley aprobada por mayoría absoluta del Parla-
mento de Andalucía y en el marco de lo que disponga la legislación 
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básica del Estado. En todo caso, la Comunidad Autónoma coordinará 
los planes provinciales de Obras y Servicios.» 

Esta posibilidad de coordinación por la Comunidad Autónoma de 
las competencias propias de las Diputaciones Provinciales, la hemos 
ya contemplado en otros Estatutos. Nos remitimos a lo expuesto 
anteriormente, insistiendo en que a nuestro juicio, tal solución no es 
satisfactoria. Si estamos en presencia de materias de interés general 
para la Comunidad Autónoma la competencia debía ser asumida por 
ésta. Si por el contrario la competencia es específicamente provincial, 
las funciones de coordinación que se encomiendan a la Comunidad 
Autónoma no pueden sino constituir una injerencia en la autonomía 
provincial. La definición de esas competencias propias, es a nuestro 
juicio, objeto de regulación por la legislación básica del Estado. (Ley 
de Régimen Local) sin que quepa una regulación de la Comunidad 
Autónoma en este sentido. El Proyecto de Ley de Régimen Local no 
contempla por otra parte esta posibilidad de coordinación de com-
petencias. 

El apartado sin embargo más distorsionante del artículo 4.° del 
Estatuto, es sin duda el apartado cuatro donde se establece la obliga-
toriedad para la Comunidad Autónoma de articular la gestión ordinaria 
de sus servicios periféricos propios a través de las Diputaciones 
Provinciales; conviene en este sentido hacer unas breves reflexiones. 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía se enmarca en los Esta-
tutos de Autonomía plena. Como tal, y recordando lo expuesto en 
las páginas iniciales de este trabajo, a la potestad estatutaria de 
autoorganización se une en estos Estatutos una amplia disponibilidad 
por parte de la Comunidad Autónoma sobre el Régimen Local. 

Así lo hace el Estatuto andaluz. El artículo 30-6 indica que le 
corresponde al Parlamento de Andalucia la ordenación básica de los 
órganos y servicios de la Comunidad Autónoma. En el artículo 13-3 
por otra parte, se reconoce a la Comunidad Autónoma competencia 
exclusiva sobre el Régimen Local sin perjuicio de lo que dispone el 
número 18 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. 

En este contexto resulta difícilmente aceptable un mandato impe-
rativo a la Comunidad Autónoma para la articulación de la gestión 
ordinaria de sus servicios periféricos a través de las Diputaciones 
Provinciales cercenando la libre disponibilidad de la Comunidad Autó-
noma a hacerlo así o a crear por el contrario su propia organización 
periférica. 

Sólo la cronología del proceso autonómico con sus avatares políti-
cos puede explicar, si no justificar, una previsión semejante. El Esta-
tuto se publica ultimados ya los acuerdos en materia autonómica 
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pero pendiente aún de aprobación la Ley Orgánica de Armonización 
del Proceso Autonómico. El Estatuto de Andalucía es fruto en este 
punto de los pactos autonómicos y no de la L.O.A.P.A. Hemos ya 
examinado algunos Estatutos donde se contempla tal previsión. Estos 
Estatutos han sido tramitados, sin embargo, al amparo del artículo 
143 y no constituyen por otro lado la regla general, como hemos 
expuesto. Si en estos Estatutos un precepto de semejante tenor era 
criticable, por cuanto violentaban sin la debida cobertura legal la 
potestad organizatoria de la Comunidad Autónoma, en un Estatuto 
como el andaluz, aprobado por el cauce del artículo 151 C.E. tal 
precepto es inadmisible. El precepto interpretado literalmente supon-
dría: desconocer el reconocimiento de la competencia del Parlamen-
to en orden a la ordenación básica de los órganos y servicios de la 
Comunidad Autónoma; desconocer la competencia exclusiva sobre 
el Régimen Local que en el Estatuto se reconoce en favor de la 
Comunidad Autónoma; admitir la posibilidad de que un Estatuto tra-
mitado por la vía del artículo 151 sea más restrictivo con la autonomía 
organizatoria de la Comunidad que gran parte de los Estatutos de 
Autonomía diferida; admitir, en suma, que el Estatuto contiene una 
quiebra importante a la potestad organizatoria de la Comunidad Autó-
noma que del principio de autonomía se deriva y que la Constitución 
ampara. 

Una interpretación estricta llevaría por tanto al absurdo y a la 
inconstitucionalidad del precepto. 

Por todo ello, estimamos necesaria una interpretación sistemática 
del precepto en armonía con el resto del Estatuto y en el contexto 
constitucional y estatutario. Esta interpretación partiría necesariamen-
te de la determinación de los distintos conceptos jurídicos indetermi-
nados, recogidos en el precepto. ¿Qué sentido tiene la expresión 
«articulará»: se alude con ella a una asignación de servicios? ¿Qué 
se entiende por y hasta dónde abarca la denominada «gestión ordina-
ria de los servicios»: se alude a la gestión normal, de cada día o se 
alude a las distintas fases de esa gestión (planificación, planeamiento 
y ejecución, etc.) ¿Qué se entiende por «servicios periféricos pro-
pios»: es periférico un servicio de la Comunidad Autónoma porque 
su sede se halle en una provincia distinta de aquella en la que radica 
la capitalidad de la Comunidad Autónoma? 

La respuesta a todas estas interrogantes llevaría este trabajo más 
allá de sus límites. Baste apuntar estas cuestiones y sentar —creo 
es necesario hacerlo— una clave interpretativa clara para este precep-
to. Esa clave interpretativa se encuentra en la afirmación y el recono-
cimiento de la potestad organizatoria de la Comunidad Autónoma 
andaluza, consecuencia necesaria del reconocimiento de su autono- 
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mía política. Esta autonomía reclama una disponibilidad de la Comuni-
dad Autónoma sobre su propia estructura organizativa y —excluidas 
las bases de estos entes (149-1-18-C.E.)— sobre los Entes locales 
sitos en su territorio. 

Una interpretación del precepto en esta clave llevaría a traducir el 
imperativo «articulará» en un «futuro opcional» a utilizar bajo el pris-
ma de la eficacia y el mejor servicio de los intereses públicos. 

V CONCLUSIONES GENERALES 

Primera.—De la Constitución Española se puede deducir clara-
mente que la organización administrativa de las Comunidad Autóno-
ma constituye una materia de su exclusiva competencia (artículo 
148.1.1.3), cuya determinación y regulación se desarrollará en dos 
niveles: en un nivel estatutario, mediante la determinación de los 
principios, criterios o modelos por los que deba aquélla discurrir y 
posteriormente, a nivel de ley ordinaria de las Comunidad Autónoma 
a la cual incumbirá expresar la opción o fórmula de organización 
administrativa escogida. 

Segunda.—Partiendo del hecho de que toda Ley de armonización 
estatal ha de tener un contenido normativo y no limitarse a enunciar 
meras recomendaciones, el Proyecto de L.O.A.P.A. contiene una 
serie de pronunciamientos de muy distinto alcance y trascendencia a 
todos los cuales no cabe atribuir el mismo valor. Se impone por 
tanto averiguar cuál o cuáles son los principios necesarios que la 
armonización estatal entiende de interés general de cara a la articula-
ción de las Diputaciones Provinciales en la Administración de las 
Comunidades Autónomas. En nuestra opinión el Proyecto de 
L.O.A.P.A. expresa el criterio de que aquéllas encuentren cabida en 
el ámbito de la Administración regional, para lo cual arbitra diversas 
fórmulas de llevarlo a cabo, ninguna de las cuales serán vinculantes 
para las Comunidad Autónoma por aplicación de esta Ley. Otra cosa 
es lo que puedan establecer algunos Estatutos de Autonomía con 
mayor rigor o concreción que la propia Ley de armonización. 

Tercera.—Salvo en los Estatutos Catalán y Gallego, la regulación 
estatutaria de las relaciones Comunidad Autónoma-Diputaciones Pro-
vinciales en orden a la gestión de las competencias regiones se 
articula partiendo de una libertad de la Comunidad Autónoma para 
optar por un sistema de administración directa o indirecta. La opción 
se otorga en favor de la Comunidad Autónoma, a nuestro juicio, 
dado el distinto carácter de la autonomía regional (política) frente a la 
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provincial (administrativa). Un principio de racionalidad y eficacia exige 
sin embargo la consulta y audiencia de las Diputaciones Provinciales 
afectadas. 

Cuarta.—Algunos, escasos, Estatutos de Autonomía tramitados 
por la vía del artículo 143 C.E. y sólo uno, el andaluz, tramitado por la 
vía del artículo 151 imponen a la Comunidad Autónoma la articulación 
de la gestión ordinaria de sus servicios a través de las Diputaciones 
Provinciales. 

Esta solución carece, a nuestro juicio, de un basamento constitu-
cional, más aún, es contraria a los principios constitucionales. Esto es 
predicable tanto para los Estatutos tramitados por la vía del artículo 
143 C.E. como para los tramitados al amparo del artículo 151 C.E. 
Para los primeros por cuanto es competencia exclusiva de la Comuni-
dad Autónoma la regulación del Régimen Local y por cuanto las 
relaciones Comunidad Autónoma-Diputaciones Provinciales no consti-
tuyen las bases o principios a los que alude el 149-1-18 C.E.; para las 
Comunidades Autónomas de autonomía diferida por cuanto no hay 
una Ley de Régimen Local en este punto que obligue a tal gestión a 
la Comunidad Autónoma debiendo por tanto prevalecer la potestad 
organizatoria que lleva consigo el principio de autonomía. 

Esto es así máxime cuando en el Proyecto de Ley de Régimen 
Local (artículo 11) la gestión ordinaria por las Diputaciones se configu-
ra como opcional para las Comunidades Autónomas. 

De mantenerse el proyecto de Ley de Régimen Local tal como 
se encuentra actualmente redactado, la solución recogida por estos 
Estatutos restrictivos será contraria a la Ley de Régimen Local que 
es precisamente el marco habilitante previsto en el artículo 148-1-2.° 
para que las Comunidades Autónomas puedan asumir competencias 
en materia de Régimen Local. 

- 924 - 


	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11
	Page 12
	Page 13
	Page 14
	Page 15
	Page 16
	Page 17
	Page 18
	Page 19
	Page 20
	Page 21

